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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el señor CRISTIAN ALBERTO SALOMÓN TRUJILLO, contra la sentencia proferida por el Juez Quinto Penal del Circuito de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela presentada frente a las Fiscalías 2 y 28 Local de Pereira.
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela el señor SALOMÓN TRUJILLO, se pueden sintetizar así: (i) es comerciante de vehículos y a raíz de contrato de compraventa con JOHNY ALEXÁNDER MARTÍNEZ ESTRADA realizado en Pasto (N.) en junio 6 de 2015, adquirió el campero SSANGYONG, modelo 2011, de placas DHP-275, del cual efectuó el respectivo traspaso a su nombre en las dependencias de Tránsito de Pereira en agosto 10 de 2015; (ii) posteriormente vendió el referido automotor al señor MARTÍN ORLANDO VEGA VARGAS, a quien en marzo 22 de 2016 le fue retenido por la policía de Neiva (H.) por una orden de incautación de la Fiscalía 2 Local de Pereira, dentro del proceso 660016000036201503949 que por abuso de confianza se adelanta contra CARMEN YANETH ZAMBRANO HINESTROZA; (iii) al consultar el RUNT constató que figuraba una “alerta” dispuesta por la Fiscalía 2 Local en septiembre 14 de 2015, un  mes después de haber quedado inscrito como propietario del rodante, el cual obtuvo de buena fe; (iv) con su abogada se trasladó a la Fiscalía 28 Local  para solicitar la devolución del campero, donde fue atendido de forma displicente y se le negó de plano la entrega del vehículo al aducir que la Fiscalía tiene la facultad legal para retener el mismo, sin que a la fecha le haya resuelto lo pedido; (v) los hechos se investigan bajo la Ley 906/04 y no la Ley 600/00, siendo ésta la única norma que posibilita a la Fiscalía para ordenar medida cautelar de embargo y secuestro de bienes de propiedad del sindicado, pues la actual legislación le quitó toda las funciones jurisdiccionales a los fiscales y dentro de las potestades asignadas en ninguna se encuentra la de inmovilizar automotores salvo cuando se trata de captura en flagrancia o con ocasión de allanamientos lo que tiene un control posterior ante juez de control de garantías; es decir, no puede detenerlos a motu propio; (vi) no obstante que la incautación se llevó a cabo en marzo 22 de 2016, no tiene conocimiento si se realizó audiencia ante juez de garantías para determinar la legalidad o ilegalidad del procedimiento y por ende la actuación del fiscal es arbitraria e ilegal, lo que vulnera sus derechos; (vii)  si bien puede existir otro medio de defensa para solicitar la restitución del carro, este ya se adelantó sin haber pronunciamiento alguno por parte de la accionada, al persistir en su retención; además de causarle perjuicios económicos porque el rodante ya había sido enajenado, por lo que ese otro mecanismo no es idóneo.

Pide en consecuencia se amparen sus derechos y se ordene a las Fiscalías 2 y 28 Local de Pereira la devolución del vehículo mencionado, así como la cancelación de la alerta ante la Oficina de Tránsito y Transportes de Pereira.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la tutela, el juez de primer nivel corrió traslado a las Fiscalías accionadas y vinculó a MARTÍN ORLANDO VEGA VARGAS y CARLOS ANDRÉS PULGARÍN TOBÓN, frente a lo cual solo se pronunció el fiscal 28 Local, de la siguiente manera:
El despacho tramita proceso por estafa donde figura como víctima CARLOS ANDRÉS PULGARÍN TOBÓN, la que inicialmente se surtió ante la Fiscalía 2 Local por abuso de confianza y que le fue remitida por competencia, de cuyo estudio se avizora que el anterior fiscal solicitó inscribir pendiente en el vehículo de placas DHP275, pues según el denunciante entregó el rodante a la señora CARMEN YANETH ZAMBRANO HINESTROZA en arrendamiento, el cual dejó de cancelar y tampoco devolvió el campero, y al no observar orden de inmovilización así lo dispuso, todo lo cual se hizo efectivo.

Estima que en este caso no le asiste razón al actor para acudir a la tutela, pues no se le violentan sus derechos, ya que existe otro medio para hacerlos valer y no se le ha causado perjuicio irremediable, máxime que la retención del vehículo no se hizo de manera arbitraria ni caprichosa sino que se fundamentó en el deber que tiene la Fiscalía de garantizar los derechos de las víctimas y al obrar una denuncia por apropiación ilícita de un automotor era su obligación hacerlo con el fin de reestablecer los derechos de quien resultó afectado. El accionante confunde la orden de inmovilización con las medidas cautelares, evento éste último en el cual se debe acudir ante el juez de garantías para el control de legalidad respectivo.
Si bien el señor SALOMÓN TRUJILLO elevó petición de entrega, como mecanismo judicial por medio del cual puede hacer uso de sus derechos como tercero de buena fe, para poder tomar decisión al respecto debe adelantarse un trámite investigativo y no puede disponer la Fiscalía la restitución de un vehículo cuando fue objeto de la comisión de una ilicitud, sin haberse establecido cómo lo adquirió el que ahora lo reclama, máxime que existe una víctima que denunció haber sido despojado del mismo. Tampoco hay norma expresa que indique un término para resolver tal pedimento, pues lo contenido en el canon 100 C.P.P. lo es para delitos culposos, y al tratarse de un caso complejo debe entenderse que el lapso con el que se cuenta para decidir lo pertinente debe ser el razonable, y éste no se ha desbordado, por lo cual considera que la tutela es improcedente.

3.2.- Agotado el trámite a seguir, en sentencia de mayo 2 de 2016 y dentro del plazo constitucional, el juzgado profirió sentencia en la que negó por improcedente la tutela incoada por el señor SALOMÓN TRUJILLO, al observar que éste no agotó los mecanismos procesales que tiene a su alcance para hacer valer sus derechos, pues puede hacerse presente en el caso para allegar sus evidencias, esgrimir argumentos, y en caso de desacuerdo promover revisiones de legalidad ante el juez de control de garantías; y, adicionalmente, podría acudir a la vía civil para proseguir las acciones que estime procedentes. Además no advierte la comisión de un perjuicio irremediable, pues el vehículo lo vendió a un tercero y eso le resta interés en este asunto.

4.- IMPUGNACIÓN

El señor CRISTIAN ALBERTO SALOMÓN TRUJILLO aportó documento por medio del cual alude que impugna la decisión y que en esta instancia allegará la sustentación respectiva, pero sin que ésta última se hubiere arrimado a esta Corporación.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por Juzgado Quinto Penal del Circuito de esta ciudad, de acuerdo con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en la sentencia impugnada, en cuanto negó el amparo reclamado por el señor CRISTIAN ALBERTO SALOMÓN TRUJILLO. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.
5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

Frente a las pretensiones que hace el accionante debe reiterarse que en principio la tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse como forma de evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley.

Sobre el particular en la sentencia T-313 de 2005, la H. Corte Constitucional indicó: 

“[…] La acción de tutela es un mecanismo de protección de derechos fundamentales cuyas características y condiciones son definidas por la misma Carta Política. Dentro de estos requisitos se encuentran la subsidiariedad y la inmediatez. 

El primero está relacionado con la necesidad que en cada caso concreto se acredite que el afectado no cuenta con otro mecanismo de protección de sus derechos o que, en razón a la inminencia de un perjuicio irremediable, dicho instrumento pierde su idoneidad para garantizar la eficacia de los postulados constitucionales, caso en el cual la Carta prevé la procedencia excepcional y transitoria.
 

El fundamento constitucional de la subsidiariedad, bajo esta perspectiva, consiste en impedir que la acción de tutela, que tiene un campo restrictivo de aplicación, se convierta en un mecanismo principal de protección de los derechos fundamentales.  En efecto, la Constitución y la ley estipulan un dispositivo complejo de competencias y procesos judiciales que tienen como objetivo común garantizar el ejercicio pleno de los derechos constitucionales, en consonancia con el cumplimiento de los demás fines del Estado previstos en el artículo 2 Superior.  Por tanto, una comprensión ampliada de la acción de tutela, que desconozca el requisito de subsidiariedad, vacía el contenido de las mencionadas competencias y, en consecuencia, es contraria a las disposiciones de la Carta Política que regulan los instrumentos de protección de los derechos dispuestos al interior de cada una de las jurisdicciones.”

De igual modo, han sido varias los pronunciamientos en los cuales la H. Corte Suprema de Justicia en Sala de Decisión de tutelas
 , ha reiterado que al juez constitucional no le es permitido inmiscuirse en “procesos en curso”, tal como se expresó en el radicado 68111 de julio 18 de 2013, M.P. Dra. María del Rosario González Muñoz, así:
“Adicionalmente, observa la Sala que el proceso seguido en contra de URBANO BERRERA se encuentra en curso, luego será en ese escenario donde a través de los medios de defensa judicial podrá reclamar el amparo de las garantías fundamentales que considera conculcadas, pues como reiteradamente lo ha dicho la Corte al juez de tutela tampoco le es permitido intervenir en procesos en curso, no sólo porque desconoce la independencia y la autonomía de que está revestido el juez natural para tramitar y resolver los asuntos de su competencia, sino porque, tal proceder desnaturaliza la filosofía que inspiró el mecanismo de amparo para la protección de derechos superiores, mas no para su declaración.” 

En la sentencia de tutela proferida por la Sala de Casación Penal, con radicación 79314 de mayo 6 de 2015, también se sostuvo que el juez constitucional no puede intervenir cuando está en curso un proceso, y concretamente se dijo: 

“Ha sido criterio definido y reiterado de la Sala de Casación Penal de la Corte que no es procedente acudir a la solicitud de protección constitucional para intervenir dentro de procesos en curso, no sólo por cuanto ello desconoce la independencia de que están revestidas las autoridades judiciales para tramitar y resolver los asuntos de su competencia, sino porque tal proceder desnaturaliza la filosofía que inspiró la acción de amparo como mecanismo residual de defensa de los derechos superiores, mas no para su declaración. 

Las críticas puestas de presente constituyen un aspecto ajeno al ámbito de injerencia del juez de tutela, que se limita a ejercer un control constitucional, pero de ninguna manera extensivo al acierto de las instancias, pues la acción de amparo ha sido instituida para garantizar la indemnidad de los derechos fundamentales, pero no constituye una instancia adicional o paralela a la de las autoridades competentes. 

En el asunto bajo examen, la actuación penal se encuentra en trámite. Es en ese escenario procesal, ante el funcionario natural, donde debe la parte actora, por sí misma o a través de su apoderado, presentar las solicitudes encaminadas a remediar cualquier situación que estime desconocedora de sus garantías; sin que el juez constitucional deba interferir en ese asunto porque, se recalca, el proceso está en curso. 
Al interior de dicho diligenciamiento, los accionantes podrán ejercer todas las potestades que la ley les confiere para satisfacer su pretensión, a través de los mecanismos ordinarios con que cuentan, tales como las solicitudes de nulidad, el ejercicio de los medios de impugnación, etc. 

En consecuencia, al existir un escenario natural de discusión sobre el asunto sometido al conocimiento del juez constitucional, la tutela demandada se torna improcedente, en los términos previstos por el artículo 6-1 del Decreto 2591 de 1991.”

Coetáneamente, en el radicado 79930 de mayo 28 del presente año, la misma Alta Corporación recalcó lo siguiente respecto a la no procedencia de la tutela para reemplazar los procedimientos ordinarios: 

“La Sala ha sostenido de tiempo atrás que no puede interponerse la acción de tutela para reemplazar los procedimientos ordinarios, pues el amparo se concibió para suplir la ausencia de éstos y no para desconocerlos, por tanto, no es viable considerarlo un medio alternativo o paralelo de defensa al cual acudir para enderezar actuaciones jurisdiccionales supuestamente viciadas. 
También ha reiterado que excepcionalmente el instrumento constitucional puede ejercitarse para demandar la protección de un derecho fundamental que resulta vulnerado, cuando en el curso de un proceso el funcionario judicial actúa o decide de manera arbitraria, o en aquellos eventos en los cuales sus decisiones son emitidas desbordando el ámbito funcional o en forma manifiestamente contraria al ordenamiento jurídico; pero bajo la condición de que en tales circunstancias el afectado no disponga de otro medio judicial idóneo para defender la vigencia de sus derechos constitucionales. 
De lo anterior, surge evidente que la interpretación ponderada de los jueces al resolver un asunto dentro del ámbito de su competencia, pertenece a su autonomía como administradores de justicia y no puede controvertirse a través de una acción de amparo; mucho menos si en contra de sus determinaciones se interpusieron los recursos ordinarios y éstos fueron resueltos negativamente, pues el instrumentos constitucional no se erige como una instancia adicional para exponer nuevamente la razón del disenso.”

Surge diáfano de todo lo antes mencionado, que al encontrarse actualmente en curso la indagación que sigue la Fiscalía 28 con ocasión de la denuncia formulada por el señor CARLOS ANDRÉS PULGARÍN TOBÓN en contra de la señora CARMEN YANETH ZAMBRANO HINESTROZA, quien presuntamente se apropió del vehículo de placas DHP275 que le había entregado en calidad de arrendamiento, mismo que al parecer su cónyuge JOHNY ALEXÁNDER MARTÍNEZ ESTRADA le enajenó al accionante, es en el interior de esa investigación donde se deben ventilar las vulneraciones a los derechos y garantías fundamentales que ahora reclama, por cuanto: “no obstante la posible irregularidad que se hubiere presentado en el trámite del proceso correspondiente, al no estar culminada la actuación, existen normas en el procedimiento para que el afectado alegue oportunamente estas deficiencias, bien sea, pidiendo nulidades, interponiendo recursos, interviniendo en el proceso, todo con el fin de defender sus derechos. Es decir, la improcedencia de la acción de tutela, en estos casos, radica en la existencia de otro medio de defensa judicial, dentro del propio proceso”
. 

Al respecto obsérvese que es el mismo actor quien expresa que en efecto ha hecho uso de tales prerrogativas, como quiera que ante la incautación del rodante pidió al órgano persecutor la restitución del referido vehículo, aunque de ello a la fecha no ha recibido respuesta alguna, no obstante que en principio quien sufrió alguna afectación no fue el señor SALOMÓN TRUJILLO sino el señor MARTÍN ORLANDO VEGA VARGAS, quien fue el último en adquirir el rodante y a quien se lo retuvieron, sin que se conozca si éste ha realizado manifestación alguna ante la Fiscalía como quiera no obstante haber sido vinculado a esta acción constitucional no se pronunció al respecto.
Así mismo y de considerar el señor CRISTIAN ALBERTO SALOMÓN que con ocasión de la compra de dicho vehículo también fue víctima de una actividad ilícita, podrá interponer las denuncias penales a que haya lugar o incluso acudir ante la jurisdicción civil para adelantar las acciones de índole indemnizatorias que estime pertinentes frente al incumplimiento del contrato de compraventa suscrito con JOHNY ALEXÁNDER MARTÍNEZ. 
Si bien comparte la Sala la decisión del a quo en el sentido que la acción de tutela se torna abiertamente improcedente para solicitar la devolución del vehículo que fue inmovilizado, como quiera que es en el interior de la indagación que se surte en contra de la señora CARMEN YANETH ZAMBRANO HINESTROZA donde se podrán elevar las peticiones en procura de obtener la protección de los derechos que considera trasgredidos, como así lo ha hecho el accionante, de todas formas se avizora que respecto de la misma solicitud –según se dejó incluso constancia por el a quo en la inspección judicial practicada al expediente- no se le ha dado respuesta alguna -favorable o desfavorable- al peticionario.
Pese a que el actor en momento alguno pidió la protección del derecho fundamental de petición, de observarse por parte del juez constitucional la vulneración de tal precepto, debe propenderse por su protección habida cuenta de la obligación legal que todas las dependencias -judiciales o administrativas- tienen de dar respuesta a los requerimientos elevados, independientemente de que lo informado consulte o no las pretensiones del peticionario, atendiéndose para ello los lineamientos generales trazados por la Corte Constitucional en lo que hace con tal derecho. Así se plasmado en sentencia T-043/09 donde se dijo:

“[…] La respuesta al derecho de petición debe ser de fondo, oportuna, congruente y tener notificación efectiva. Reiteración de jurisprudencia. 

Esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorablemente a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole al solicitante. Entonces, si emitida la contestación por el ente requerido, falla alguno de los tres presupuestos finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental. En tal sentido, la Corte Constitucional ha explicado
:

“Se ha dicho en reiteradas ocasiones que el derecho de petición se vulnera si no existe una respuesta oportuna
 a la petición elevada. Además, que ésta debe ser de fondo. Estas dos características deben estar complementadas con la congruencia de lo respondido con lo pedido. Así, la respuesta debe versar sobre aquello preguntado por la persona y no sobre un tema semejante o relativo al asunto principal de la petición. Esto no excluye que además de responder de manera congruente lo pedido se suministre información relacionada que pueda ayudar a una información plena de la respuesta dada.

El derecho de petición sólo se ve protegido en el momento en que la persona que elevó la solicitud conoce su respuesta
. Se hace necesario reiterar que no se considera como respuesta al derecho de petición aquella presentada ante el juez, puesto que no es él el titular del derecho fundamental
 […]” -negrillas fuera de texto-

La ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Igualmente, el canon 14 de la mencionada normativa y en relación con el plazo para dar respuesta a las solicitudes, dice: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción […]”

En el sub lite se destaca que el señor CRISTIAN ALBERTO SALOMÓN radicó ante la Fiscalía 28 Local en marzo 30 de 2016 una solicitud para que se le hiciera devolución del campero de placas DHP-275, y si bien en sede de tutela el fiscal explicó en extenso las razones que lo llevaron a negarla, de ello nada se le ha comunicado al accionante, pues como se observa, la única información que a éste y a su abogada se le brindó se hizo con antelación a la radicación de manera formal de la petición, como se desprende de lo aludido por el citado funcionario al señalar que: “Ese mismo el día (sic) el señor Cristian Alberto pretendió que se le entregara el vehículo y cuando se le informó que no era procedente mostró su enojo y allegó un escrito solicitando la entrega del automotor”.
Pese a que en las explicaciones del señor fiscal se menciona que no es procedente ordenar la devolución del rodante por diversos motivos, entre ellos que aún la investigación es temprana y se requiere la recolección de otros elementos materiales probatorios para clarificar la real situación del automotor, de todas formas lo que aquí debe resaltarse es que al señor SALOMÓN TRUJILLO no se la ha dado respuesta alguna a la petición presentada ante la Fiscalía 28 Local, como así lo verificó el a quo al hacer revisión de la referida carpeta, pero no obstante sobre ello nada se dijo a ese respecto al resolver la tutela en primera instancia.
En conclusión, al ser claro que por parte de la Fiscalía 28 Local de Pereira se omitió dar contestación en forma oportuna al reclamo que presentó el señor CRISTIAN ALBERTO SALOMÓN TRUJILLO, por intermedio de su apoderada en marzo 30 de 2016, se revocará la decisión adoptada por el Juzgado Quinto Penal del Circuito de esta capital. En consecuencia, se tutelará el derecho de petición y se ordenará a la entidad accionada a cargo del Dr. IVÁN ZAMORA MEJÍA y/o quien haga sus veces, que -de no haberlo hecho ya- dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta sentencia proceda a enterar en debida forma de la respuesta que corresponda al aquí accionante.

6.- DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE REVOCA la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira (Rda.), por las razones esgrimidas en el cuerpo motivo de esta providencia.

SEGUNDO: SE TUTELA el derecho de petición vulnerado al señor CRISTIAN ALBERTO SALOMÓN TRUJILLO, y en consecuencia SE ORDENA al señor Fiscal 28 Local de Pereira, en cabeza del Dr. IVÁN ZAMORA MEJÍA y/o quien haga sus veces, que si aún no lo ha hecho, en el término de 48 horas siguientes a la notificación de esta providencia le haga llegar al actor la respuesta a la petición que entregó en marzo 30 de 2016.

TERCERO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala Ad Hoc,

NATALIA PALACIO CASTAÑO
� En relación con la subsidiariedad de la acción de tutela pueden consultarse, entre otras, las sentencias T-297/97, M.P. Antonio Barrera Carbonell, T-449/98, M.P. Alfredo Beltrán Sierra y T-300/04, M.P. Eduardo Montealegre Lynett. 


� Ver también los radicados T-45900/10, T-53421/11  y T-70719/13


� Corte Constitucional, T-418 de 2003.


� Sentencia T-669/03.


� Sentencia T-159/93. El actor interpuso acción de tutela a nombre de su hijo, quien había perdido el 100% de su capacidad laboral con el fin de que se le protegiera el derecho fundamental de petición y en consecuencia se le reconociera y pagara la pensión de invalidez a que tenía derecho. No obstante, luego de más de dos años de presentada la solicitud, la demandada no había respondido. En la sentencia T-1160  A /01, M. P. Manuel José Cepeda se concedió la tutela a una persona que había interpuesto recurso de apelación contra la decisión negativa de pensión de invalidez de origen no profesional y pasados más de seis meses no había obtenido respuesta alguna.”


� En sentencia T-178/00 la Corte conoció de una tutela presentada en virtud de que una personería municipal no había respondido a una solicitud presentada. A pesar de constatar que la entidad accionada había actuado en consecuencia con lo pedido, se comprobó que no había informado al accionante sobre tales actuaciones, vulnerándose así el derecho de petición.”


� sentencia T-615/98 (la Corte concedió la tutela al derecho de petición por encontrar que si bien se había proferido una respuesta, ésta había sido enviada al juez y no al interesado).”
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